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I. COMENTARIO GENERAL DE DOCTRINA LEGAL

Conforme a las previsiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-admi-
nistrativa, corresponde a ésta conocer de las pretensiones que se deduzcan en
relación con la actuación de las Administraciones Públicas sujeta al derecho
administrativo. No puede ocultarse, sin embargo, que hay casos en los que,
aunque formalmente el recurso se deduce frente a un acto de la Administra-
ción Pública, en realidad se trata bien de cuestiones materiales de derecho pri-
vado, bien de conflictos entre particulares. Esta situación se produce en los
casos de lo que se ha dado en llamar administrativización del conflicto. Tal
fenómeno se da, ora cuando es la Administración, al asumir facultades arbi-
trales, quien conoce en primer lugar de la pretensión del particular, al tradu-
cirse dicha labor arbitral en la adopción de actos administrativos; ora cuando
se sustantiva una cuestión civil mediante un acto administrativo.

A) Respecto a los casos de intervención arbitral de la Administración,
debe observarse la singularidad de la actuación de la Administración
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Pública. Su labor es materialmente arbitral, pero no se sujeta a las normas
generales de ésta, de tal suerte que no dicta laudos, susceptibles de recur-
so de anulación ante la jurisdicción ordinaria, sino actos administrativos,
impugnables ante el fuero contencioso-administrativo.

Históricamente, los casos más carácterísticos de esa intervención
administrativa eran el Tribunal Arbitral de Seguros (Ley de 17 de mayo de
1940) y el que encomendaba al Ministerio de Información y Turismo la
decisión sobre la procedencia o no de insertar el escrito de réplica que la
entidad periodística había negado al particular replicante (Ley de 18 de
marzo de 1966). Hoy, el ordenamiento actual ofrece varios casos, pero dos
de ellos son especialmente significativos: los previstos en la Ley de Libe-
ralización de Servicios Postales y del Servicio Postal Universal y en la Ley
del Contratación de sectores excluídos.

En efecto, el artículo 5.º de la Ley 24/1998, de 13 de julio, de Libe-
ralización de los Servicios Postales y del Servicio Postal Universal dis-
pone que «los operadores postales y los usuarios podrán someter las con-
troversias que surjan, en relación con la prestación de los servicios pos-
tales, al conocimiento de las Juntas Arbitrales de Consumo, con arreglo
a la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios», añadiendo que, «cuando se susciten controversias
entre los operadores de los servicios postales y los usuarios que no se
hayan sometido a las Juntas Arbitrales, será competente para resolverlas
el órgano del Ministerio de Fomento que reglamentariamente se deter-
mine. La norma reglamentaria establecerá, asimismo, los requisitos para
la formulación de la queja por el usuario y el procedimiento a seguir para
su tramitación, que estará basado en los principios de celeridad y gra-
tuidad. La resolución que se dicte, podrá impugnarse ante la jurisdicción
contencioso administrativa». Igualmente, el número 3.º de l mismo artí-
culo previene que: «3. Corresponderá al órgano del Ministerio de Fomen-
to que reglamentariamente se determine, la resolución de las controver-
sias que surjan entre el operador al que se encomienda la prestación del
servicio postal universal y otros operadores postales que lleven a cabo
servicios incluidos en el ámbito de aquél, en relación con la existencia o
no de los derechos exclusivos, la suficiencia o insuficiencia de las garan-
tías ofrecidas a los usuarios y la posibilidad de acceso a la red postal
pública. Igualmente, el citado órgano, resolverá sobre la eventual pro-
ducción de daños al operador al que se encomienda la prestación del ser-
vicio postal universal, derivados de la actuación de otros operadores. La
resolución que se dicte en estos supuestos, podrá impugnarse en vía con-
tencioso-administrativa.»
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Por su parte, la Ley núm. 31/2007, de 30 de octubre, que regula los
procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los
transportes y las telecomunicaciones, incorporando al ordenamiento jurí-
dico español el derecho comunitario aplicable, encomienda también a
órganos administrativos pretensiones puramente civiles. En tal sentido, el
artículo 101 previene que «1. Los titulares de los departamentos ministe-
riales en la Administración General del Estado, los órganos administrati-
vos que designen las Comunidades Autónomas en su propio ámbito y las
Corporaciones locales, ejercerán respecto de las entidades enumeradas en
el apartado 1 del artículo 3, a ellas adscritas o vinculadas, o a las que
hayan otorgado un derecho especial o exclusivo, las siguientes competen-
cias en relación con los contratos cuyos procedimientos de adjudicación
se regulan: a) Resolver las reclamaciones que se presenten por infracción
de las normas contenidas en esta ley; b) Acordar las medidas provisiona-
les necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que en su
momento se dicte; c) Fijar las indemnizaciones que procedan, previa la
correspondiente reclamación de daños y perjuicios, por infracción asi-
mismo de las disposiciones contenidas en esta ley. 2. Si la entidad contra-
tante fuera una asociación de las contempladas en el apartado 1 del artí-
culo 3 y hubiera varias Administraciones públicas de referencia por la
diferente adscripción o vinculación de sus miembros, o una sola entidad
contratante se encontrara en el mismo supuesto, por operar en varios sec-
tores de los incluidos en los artículos 7 a 12, la reclamación podrá ser pre-
sentada ante cualquiera de las Administraciones públicas citadas que ven-
drá obligada a resolver. 3. A los efectos del apartado 1 cuando la entidad
contratante tenga relación con más de una Administración pública, en
razón de su adscripción o vinculación formal y del título administrativo
que explota, la Administración competente será la que haya otorgado el
mismo.»

La Ley 31/2007, de 30 de octubre, regula además estos procedimien-
tos.

B) Los otros casos en los que se produce la atribución de una cuestión
civil a la jurisdicción contencioso-administrativo son aquéllos en que se
califica de administrativo un acto de naturaleza civil. Los supuestos arque-
típicos se puede encontrar en la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas y
en la Ley de Vías Pecuarias, de 23 de marzo de 1995. Ambas disposicio-
nes establecen que el acto administrativo de aprobación del deslinde de los
terrenos colindantes con los bienes que integran el dominio público marí-
timo-terrestre y las vías pecuarias no son meramente delimitativos de la
propiedad, como previene el artículo 384 del Código Civil, sino declarati-
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vos de la posesión y de la titularidad dominical en favor de la Administra-
ción (artículo 13.1). En consecuencia, como tales actos administrativos
pueden ser impugnados ante la Jurisdicción contencioso-administrativa,
sin perjuicio también del ejercicio de las acciones civiles que resultaren
procedentes. Es claro que, residenciada la impugnación ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa, la cuestión a dilucidar es civil –nada
menos que la propiedad–, lo que no deja de suscitar dificultades de deter-
minación de su ámbito de competencias.

II. DOCTRINA LEGAL DEL CONSEJO DE ESTADO

1. ACTOS ADMINISTRATIVOS: NULIDAD DE PLENO DERECHO

«El objeto de la consulta se ciñe a determinar si procede la declaración
de nulidad del Acuerdo del Consejo de Ministros de 31 de julio de 1992
por el que se acordó ceder gratuitamente el resto sobrante de la finca regis-
tral número 39.847 del Registro de la Propiedad de M. al Principado de
Asturias. Dicha finca está ubicada en el Polígono industrial «Vega de Arri-
ba» de S. (Oviedo).

Consta en el expediente que, tras las segregaciones llevadas a cabo,
quedó una finca registral matriz de 32.182,54 metros cuadrados correspon-
dientes a las parcelas 30, 31 y 32A que habían sido adjudicadas a Don
Cipriano y Don Rafael M, quienes no protocolizaron la correspondiente
compraventa, a las parcelas 14 y 15, enajenadas en escritura pública en favor
de Don José Ry al viario de cesión obligatoria al municipio. Dicha finca
registral fue cedida gratuitamente por la Administración General del Estado
al Principado de Asturias mediante escritura pública de 3 de agosto de 1993,
previo acuerdo de cesión del Consejo de Ministros de 31 de julio de 1992.

El Servicio Instructor propone la declaración de nulidad del acuerdo
del Consejo de Ministros de 31 de julio de 1992 al considerar que está
incurso en la causa prevista en el apartado b) («actos cuyo contenido sea
imposible») del número 1 del artículo 47 de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 1958.

La eventual declaración de nulidad del acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 31 de julio de 1992 por el que se acordó la cesión gratuita de la
finca registral de Mieres número 39.847 debe hacerse conforme a las cau-
sas previstas en el artículo 47.1 de la Ley de Procedimiento Administrati-
vo de 17 de julio de 1958, toda vez que era la norma vigente al momento
de adoptarse el referido acuerdo.
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